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     El presente trabajo es una pequeña contribución a las múltiples investigaciones que se han 
desarrollado en el campo de la seguridad ciudadana, el aspecto psicosocial, económico y 
cultural que rodea a la ciudad de Bogotá. Específicamente, se hará un análisis, no tan profundo 
como se quisiera, de la situación respecto a la tasa de homicidios en la localidad de Suba. 
 
     Por esta razón, el Gobierno Distrital y el de la Localidad, han invertido ingentes esfuerzos y 
recursos económicos para la elaboración e implementación de programas en beneficio de la 
comunidad, orientados a atender sus necesidades; apoyados en estudios muy profundos al 
respecto, donde se ha evaluado y recomendado pasos a seguir de acuerdo a las necesidades 
particulares de cada comunidad. De ahí que, es importante analizar las falencias que hay en los 
planes del gobierno municipal; para proponer un estrategia conducente que contribuya a la 
disminución de las tasas de homicidios en esta localidad. 
 
     Por ultimo, evaluar e identificar las relaciones que existen entre la comunidad y el gobierno 
municipal, los estamentos judiciales y la Fuerza Pública. El compromiso y la responsabilidad 
que tiene cada uno de ellos en el cumplimiento de sus funciones, la confianza que reflejan ante 
la comunidad y el conocimiento que tienen los habitantes de los planes de gobierno, la 
capacidad de la Fuerza Pública y su efectividad junto con los organismos jurídicos en atender 
los actos violentos y conducir prontas y efectivas labores de investigación para tomar las 
acciones jurídicas y castigar el delito. Sin embargo, los resultados que se han obtenido para 













     Es preocupante los altos niveles de delincuencia común que se derivan de los actos de 
intolerancia en la ciudad de Bogotá y específicamente en la localidad de Suba, el 
comportamiento social de una comunidad es el reflejo del nivel de calidad de vida de los 
ciudadanos en su entorno urbano. Los niveles de inseguridad, el número de homicidios, el 
nivel de tolerancia de los ciudadanos, su sentido de pertenencia con su entorno y el medio 
ambiente, permite ver la integración de las comunidades con los gobiernos locales, las fuerzas 
de seguridad, los mecanismos legislativos y de control, mediante un trabajo conjunto de todos 
estos para que se pueda garantizar una sana convivencia. 
 
     Por esta razón, el problema de los homicidios en esta localidad se abordará desde tres 
tópicos: un análisis de los actos violentos que han desembocado en homicidios en el transcurso 
del año 2010; la cultura ciudadana y los planes de gobierno municipal para contribuir a la 
conservación del orden público y así velar por la tranquilidad y la seguridad de la comunidad, 
partiendo del concepto del sociólogo y doctor en historia Daniel Pécaut, quien mediante un 
profundo análisis histórico de la evolución de la violencia en Colombia, manifiesta que: 
 
Pero en un país en el que el poder civil deja espacios abiertos y tiene tan poco dominio de la 
sociedad, la violencia se difunde rápidamente en todos los recovecos de la vida social y más 
aun a medida que se mezclan en ella protagonistas que diluyen las delimitaciones entre lo 
político y lo no político (Pécaut, 2006, p. 36). 
 
     Precisamente, los casos de homicidios que sirven como base del trabajo son los que 
ocurrieron especialmente durante los fines de semana desde la noche del viernes, hasta la 
madrugada del lunes o del martes, si es un fin de semana festivo. De tal manera que, se 
analizaran las condiciones y el entorno de los barrios como son: la falta de iluminación, el 
deterioro urbano, las basuras, los lotes y casas abandonadas, la presencia de pandillas, los 
expendios de droga ilegal, pues es allí donde se presenta mayor oportunidad para los actos 







3.1 El incremento de la tasa de homicidios en la localidad de Suba 
 
     Se asumirá como base para este trabajo, las últimas estadísticas presentadas por el Instituto 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, publicadas en el diario El Tiempo el día 19 de agosto 
de 2010; donde se observa un incremento del 3,6 por ciento de los homicidios en la ciudad de 
Bogotá, para los siete primeros meses del año y en comparación con el mismo periodo del año 
inmediatamente anterior. En el mismo sentido, el análisis de la Secretaría de Gobierno 
Distrital a través del Centro de Estudios y Análisis en Convivencia y Seguridad Ciudadana 
(Ceacsc), explica que a pesar de que el número de casos subió –basada en la densidad de las 
poblaciones– la tasa de homicidios bajo en un 0.9 por ciento. Y, lo que más llama la atención 
de esta información es que de todos estos casos según la División de Referencia de 
Información Pericial de Medicina Legal, 621 de los asesinatos no cuentan con información 
sobre su hipótesis, por consiguiente, no se conoce el motivo del fallecimiento y por ende no 
hay personas judicializadas, lo que es peor, hay 26 cadáveres que no se sabe de qué localidad 
son y se desconoce su procedencia, de ahí que, en una encuesta realizada por la Fundación 
Seguridad y Democracia, justifica lo anteriormente expuesto con una de sus conclusiones, 
 
En materia de Investigación Criminal y Balística, Colombia cuenta con instrumentos técnicos 
y humanos eficientes, aunque no suficientes para los requerimientos del país dada la situación 
de violencia y conflicto armado. Dado el poco recurso humano existente a nivel regional en 
esta materia, solo se investigan los casos de alta relevancia política y social, dejándose en un 
segundo plano los casos corrientes (Fundación Seguridad y Democracia, 2007, p. 18). 
 
     Es innegable que hay casos de mucha relevancia nacional que ameritan prontas y oportunas 
investigaciones con todo el poder del Estado, como es el de los magnicidios de dirigentes 
políticos, principales guerrilleros desmovilizados, periodistas, etc. Razón tiene Fukuyama, al 
citar un concepto de la National Security Strategy de septiembre de 2002, “La pobreza no 
convierte a los pobres en terroristas y asesinos. Mas la pobreza, las instituciones débiles y la 
corrupción puedan volver vulnerables los Estados débiles ante las redes terroristas y los 
cárteles de la droga que anidan dentro de sus fronteras” (Fukuyama, 2007, p. 150). ¿Entonces 
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por el hecho de ser pobre no amerita la atención del Estado?, no puede ser nada más 
vergonzoso y excluyente esta actitud hacia la población. 
 
     Asimismo y con base en las ultimas estadísticas, al realizar una simple operación 
matemática dividiendo el total de los homicidios por los 212 días que comprende el lapso de 
tiempo a evaluar, arroja que un promedio de 4,4 personas son asesinadas diariamente en el 
Distrito Capital y de mantenerse esta tendencia en las estadísticas en el año habrían fallecido 
violentamente 1606. En la figura No. 1, se puede observar de manera detallada por localidades 
la cantidad de homicidios y especialmente en la localidad de Suba, donde aparentemente no 
tiene los mismos problemas sociales, económicos y culturales de las dos primeras. (Para más 
información, ver información grafica: 2010, 19 de agosto. Balance de los asesinatos en 7 
meses. El Tiempo). 
 
Tabla No. 1 Número de homicidios por localidad y por sexo 
LOCALIDAD HOMBRES MUJERES TOTAL 
Ciudad Bolívar 141 16 157 
Kennedy 103 8 111 
Suba 74 5 79 
Bosa  71 5 76 
San Cristóbal 56 4 60 
Engativá  54 4 58 
Usaquén  50 6 56 
Santa Fe 47 3 50 
Usme  44 2 46 
Rafael Uribe 40 5 45 
Los Mártires 38 6 44 
Puente Aranda 25 0 25 
Tunjuelito  22 1 23 
Fontibón  20 2 22 
Barrios Unidos 14 2 16 
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Antonio Nariño 11 4 15 
Chapinero  10 2 12 
Teusaquillo  8 1 9 
La Candelaria 7 0 7 
Sumapaz  1 0 1 
Sin datos 25 1 26 
Total 861 77 938 
Fuente: diario El Tiempo 19 de agosto de 2010 
 
     La ocurrencia de homicidios dentro de una comunidad, afecta de manera preocupante el 
grado de tranquilidad y las condiciones de seguridad en que esta se encuentra frente a actos 
delictivos de alto impacto, ahuyentan la inversión y el desarrollo, generan zozobra, miedo e 
incertidumbre. Determina de alguna manera la efectividad, la fortaleza y la debilidad de la 
fuerza pública en su accionar para contrarrestar estos hechos, la ejecución de planes para 
prevenir o disuadir estas acciones violentas; evaluar sus servicios y la relación que mantiene 
con la ciudadanía. Al mismo tiempo, si la acción judicial es oportuna y eficaz para conducir 
las investigaciones y evitar la impunidad, logrando la captura de los homicidas y ponerlos a 
disposición de las autoridades competentes. 
 
     En este sentido, argumenta el científico político estadounidense Francis Fukuyama, al 
referirse a la responsabilidad del Estado frente a los ciudadanos, que: 
 
El Estado conserva una función crucial que ningún agente transnacional puede sustituir: ser la 
única fuente de poder capaz de imponer el imperio de la ley. Sin embargo, para que ese poder 
sea efectivo debe considerarse legítimo, y la legitimidad duradera exige un grado de 
institucionalización supranacional mucho mayor del que existe en la actualidad (Fukuyama, 
2007, pp. 23,24). 
 
     Además, explica que no solamente se debe tratar de darle educación y salud a la gente, sino 
de incorporarlos al mundo formal, que todos tengan la oportunidad de desarrollar una 
actividad productiva y lo más importante que puedan tener acceso a la justicia, logrando así 
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reducir la desigualdad social. Nada más real de lo que se vive en las localidades de Bogotá, 
donde un gran número de estudiantes de primaria y de secundaria deben abandonar sus 
estudios por falta de recursos o por acción de agentes externos que motivan su deserción; en 
cambio, aquellos que logran superar los obstáculos y aprobar los primeros grados de 
educación no pueden acceder en su totalidad a una educación superior quedando rezagados a 
actividades no formales o la delincuencia para suplir sus necesidades; de tal manera que, como 
lo afirma Pécaut, “La consecuencia es que, en las grandes y pequeñas ciudades, estos jóvenes 
tocados por la cultura formen una capa social abundante que tiene todos los motivos para 
sentirse marginada por una sociedad que no les ofrece provenir” (Pécaut, 2006, p. 29). 
 
     Lamentablemente, la gran mayoría de las muertes se producen por fuera del conflicto 
interno que vive Colombia en el transcurrir de la vida cotidiana de los ciudadanos, producto de 
los altos niveles de intolerancia avivado, entre otros, por características culturales, de falta de 
educación, desempleo, entretenimiento y recreación; situaciones estas que generan riñas, 
violencia intrafamiliar, hurtos, atracos, peleas de pandillas, “ajustes de cuentas”, microtráfico, 
etc. En igual sentido, en sus escritos Daniel Pécaut, manifiesta: 
 
La sociedad civil está en gran parte abandonada a sí misma. De allí que las tensiones 
desemboquen en confrontaciones directas: los propietarios rurales tienen sus propios hombres 
armados, los campesinos saben que no pueden tener esperanza sino en las vías de hecho, los 
huelguistas nunca saben qué puede suceder (Pécaut, 2006, p. 26). 
 
     De ahí que, la percepción de seguridad en una comunidad se ve afectada por los altos 
índices de delitos que se cometen al interior de ella, el impacto de los homicidios 
especialmente, no se debe dejar que se constituyan en simples datos estadísticos, sin un 
análisis detallado de las causas de sus orígenes y sin las debidas medidas que se deben adoptar 
por parte de la autoridades para contrarrestar estos hechos, pues, cuando se pierde esa 
percepción o sensación de seguridad, será muy difícil y costosa su recuperación ya que se 
dilata en el tiempo sin ninguna solución y lo que es peor aun sin la acción debida del Estado. 
 
     Ahora bien, los elevados niveles de impunidad que son característicos de este delito, se ven 
apoyados en que no hay denuncias y por lo tanto tampoco capturas de los responsables, se le 
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suma el bajo nivel de eficiencia de la justicia, que es un elemento clave para reprimir las 
acciones violentas, especialmente el homicidio en la localidad; lo que es más, tanto Medicina 
Legal como la Policía Nacional divergen en los datos sobre homicidios, por que como se 
observa en las estadísticas precedentes, aparecen 26 cadáveres registrados como muertes sin 
determinar, se desconoce su identificación, a que localidad pertenece, cuáles fueron los 
motivos del asesinato y desde luego no hay responsables ni testigos. 
 
     En este sentido, el informe anual de seguridad de la Cámara de Comercio publicado en 
mayo de 2010, hace un balance del crimen por localidades en el 2009, consolida las 
estadísticas oficiales de la Policía Nacional y de Medicina Legal, donde se observa que: “Por 
número de casos, las zonas más afectadas son Suba, Engativá y Kennedy” y además que "En 
el 60 por ciento de los hechos no se reportó la localidad en la cual ocurrió el delito", para ese 
año según las estadísticas publicadas por el observatorio de la Cámara de Comercio, se resalta 
el número de víctimas por homicidio en las localidades, según su orden así: Ciudad Bolívar, 
253; Kennedy, 244 y Suba, 142; por lo tanto, las estadísticas de homicidios de seguir en 
ascenso en 2010 no solamente igualarán las del año anterior, sino que serán sobrepasadas con 
un buen numero de víctimas, que a la postre solamente serán reflejadas en estadísticas. 
 
     Se conoce que son múltiples los motivos, si se puede llamar así, que conducen a un 
delincuente a asesinar a su víctima; la adicción a las drogas ilícitas, el licor, la violencia sexual 
e intrafamiliar, las riñas, el desempleo, el hurto, junto con los elevados niveles de intolerancia 
y la falta de educación, entre otros, se constituyen en las “razones” para hacerlo. No deja de 
sorprender que sean los menores de edad los que cometen los homicidios, de ahí que sea 
necesario, como ya lo han sugerido algunos juristas y alcaldes, la revisión del Código de 
Infancia y Adolescencia, para ajustarlo a la realidad actual del delito en las ciudades, para 
fortalecer las medidas contra una delincuencia juvenil que es cada vez más violenta. 
 
     Colombia es una de las pocas naciones de Sur América que ha tenido avances en el campo 
económico, pero, históricamente de esas bonanzas no disfrutan los más humildes, en realidad, 
se va en la dirección contraria a lo que sugiere Fukuyama en sus obras: “La modernización 
económica, cuando es exitosa, tiende a motivar exigencias de participación política al crear 
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una clase media con propiedades que proteger, niveles superiores de educación y mayor 
preocupación de las personas por su reconocimiento como individuos” (Fukuyama, 2007, p. 
66). En efecto, la distribución de la riqueza en el país es politizada, los recursos públicos se 
destinan a cumplir requerimientos burocráticos de políticos corruptos, dejando a la población, 
por la incapacidad del Estado, a merced de la delincuencia y obligándolos a ejercer la ley y el 
control de sus vidas y recursos por sus propios medios. 
 
     Últimamente se observa como los crímenes y demás delitos son cometidos por menores de 
edad haciendo uso de distintos métodos y elementos como armas blancas, armas de fuego o 
riñas de pandillas, o son usados por grupos de delincuentes para cometer los delitos; no 
solamente la sociedad, la legislación y los políticos se encuentran en la disyuntiva de aplicar 
las sanciones de acuerdo al acto criminal o de brindarles la protección como hasta el momento 
se ha mantenido de acuerdo a la ley de infancia y adolescencia. Es completamente equivocada 
y risible la campaña de la Secretaría de Gobierno de Bogotá al recomendar a los ciudadanos 
“no dar papaya”; se abandona de esta manera a su suerte a la población frente a los actos 
criminales, obligando así a la ciudadanía a restringir sus movimientos y el desarrollo normal 
de sus actividades, no es la respuesta más adecuada, es más, ni siquiera es una respuesta, pues 
deja a la población inerme que asuma la responsabilidad o la culpa del acto delictivo por que 
se descuidó en adoptar medidas preventivas en el momento de transitar por una zona aislada, 
sin luz y sin vigilancia de las autoridades, cuando ellos, las autoridades, son los responsables 
en representación del Estado de prevenir el delito y capturar a los delincuentes. A este respecto 
y, como claro ejemplo de la indiferencia de las instituciones del distrito o de sus funcionarios 
en asumir las responsabilidades de sus cargos, la Fundación Seguridad y Democracia 
desarrolla una encuesta anual y emite un informe especial sobre la criminalidad y 
victimización urbana en Colombia para el año 2006, concluyendo que la “Percepción de la 
inseguridad; temores y entorno urbano: Si bien los ciudadanos ven su entorno urbano como 
altamente hostil y peligroso, lo anterior indica que las personas individualmente desarrollan un 
alto grado de adaptación y preparación para la supervivencia en ese entorno hostil” 




     Por lo tanto, los homicidios se presentan a raíz de una recurrente descomposición de la 
sociedad, la falta de ocupación o de trabajo, la precariedad del sistema de salud, la 
desintegración de las familias, el poco acceso a la cultura y educación, el hambre y el descuido 
de la sociedad hacia la niñez, son el caldo de cultivo para que se incrementen las tasas de 
crímenes y especialmente los homicidios en la localidad, a falta de políticas gubernamentales 
y de compromiso ciudadano que impidan su avance. 
 
3.2 Tejido social y cultura ciudadana 
 
     Según la Constitución Política de 1991, en el Artículo 189, al Presidente de la República le 
corresponde dirigir la fuerza pública y disponer de ella como Comandante Supremo de las 
Fuerzas Armadas de la República, así mismo lo harán los Gobernadores y Alcaldes en sus 
correspondientes jurisdicciones, quienes tienen a su cargo la responsabilidad legal y 
constitucional de conservar el orden público para garantizar la convivencia pacífica de los 
ciudadanos. En el Articulo 218 de la Constitución Nacional, se organiza el cuerpo de Policía, 
cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los 
derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en 
paz. 
 
     Por el contrario, teniendo el marco Constitucional como referencia, no solamente 
corresponde al gobierno y a la fuerza pública el mantenimiento de las condiciones de 
seguridad de los ciudadanos, es deber cívico que todos los habitantes de una comunidad se 
comporten de manera libre y pacífica, su participación puede contribuir a determinar las 
políticas a seguir en asuntos de convivencia y seguridad, proponiendo planes que atiendan las 
causas propias o especificas que los afectan. 
 
     Programas gubernamentales o institucionales como: Departamentos y Municipios Seguros -
DMS-, Vigilancia Comunitaria –VICOM- de la Policía Nacional, están orientados a responder 
eficientemente a las demandas de seguridad de los ciudadanos; el Sistema Integrado de 
Emergencias y Seguridad -SIES-: Número Único de Emergencias y Seguridad 123 y los 
Circuitos Cerrados de Televisión -CCTV-, que permiten prevenir, disuadir o reaccionar 
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oportunamente a conductas violentas, en coordinación con organizaciones de vigilancia y 
seguridad privadas avaladas por la Superintendencia del ramo. 
 
     Y es así como, no hay un solo campo de las actividades cotidianas del ser humano en 
donde no se adopten medidas de seguridad, orientadas a preservar la integridad de las 
personas, proteger sus bienes, recursos e información de donde derivan sus sustento diario. 
 
     Por su parte, las elevadas tasas de homicidios en algunas regiones del país por acción de 
grupos terroristas o delincuencia común, restringen y entorpecen el desarrollo de la sociedad. 
Hace falta una sensibilización de la comunidad respecto al cumplimiento de las leyes y las 
normas; pues, prevalece una cultura de intolerancia y violencia a falta de la aplicación de las 
herramientas jurídicas, la falta de transparencia y optimización en el manejo de los recursos y 
la inoperancia o ineficacia de unos mecanismos de control ineficientes, así lo confirma y 
concluye además la Fundación Seguridad y Democracia en su encuesta, 
 
La falta de solidaridad al ser víctima de un delito en las ciudades más grandes de Colombia, es 
uno de los aspectos que más llama la atención. En el promedio de las 6 ciudades, el 80% de las 
víctimas NO reciben ningún tipo de ayuda durante o inmediatamente después de ocurrido el 
hecho (Fundación Seguridad y Democracia, 2007, p. 6). 
 
Ahora bien, se parte del concepto que sobre Tejido social cita José Ignacio Ruiz Pérez en su 
investigación (2007), emitido por la Gobernación de Antioquia, el cual se entiende como el  
 
Conjunto de relaciones, reglas e intercambios que realizan el universo de organizaciones 
sociales en un territorio determinado y su capacidad para crear puentes de interlocución y de 
transacciones políticas, culturales, económicas y sociales útiles con otras ofertas del orden 
social donde se concentran las decisiones del poder político y económico” (Gobernación de 
Antioquia, 2006. Citado por: Ruiz, 2007, p. 66) 
 
     En igual sentido, se asume el concepto sobre cultura ciudadana de la Comisión de Cultura 




El conjunto de valores, actitudes, comportamientos y reglas mínimas compartidas que generan 
sentido de pertenencia, impulsan el progreso, facilitan la convivencia y conducen al respeto 
del patrimonio común y al reconocimiento de los derechos y deberes ciudadanos”. Esta tiene 
unos componentes o “Dimensiones como el respeto entre los ciudadanos, la autorregulación 
en el cumplimiento de las normas, la solidaridad –compromiso con el barrio, conocimiento de 
los vecinos y sentimiento de unión-, la participación ciudadana, y el afecto por la ciudad” 
(Ruiz, 2005). 
 
     En efecto, la falta de cultura ciudadana, los bajos niveles de solidaridad y de denuncia de 
los delitos, el desconocimiento de mecanismos o programas que permitan incluir a la 
comunidad en los procesos de toma de decisiones sobre los problemas de seguridad, y el 
concepto que tiene los ciudadanos respecto a la efectividad de estos, contribuyen al deterioro 
de la convivencia social, su libre expresión y desarrollo. 
 
     En este sentido, muy acertadas son las palabras de Kris Bonner sobre la seguridad 
ciudadana “El interés de la población que hace referencia a la delincuencia ha aumentado 
enormemente en los últimos años. (….). La seguridad es una condición necesaria para el 
funcionamiento de la sociedad y uno de los principales criterios para asegurar la calidad de 
vida”. Así las cosas, cuando hay eficiencia tanto en los mecanismos del Estado para garantizar 
la seguridad y la convivencia de sus ciudadanos, a través de sus órganos judiciales y la fuerza 
pública, mediante una perfecta coordinación entre todos los estamentos de la nación se puede 
hablar de seguridad y convivencia ciudadana. 
 
     De la misma forma lo manifiesta Francis Fukuyama: 
 
Lo inicialmente universal no es el deseo de democracia liberal, sino el deseo de vivir en una 
sociedad moderna, con su tecnología, sus elevados estándares de vida, su atención sanitaria y 
el acceso al mundo en general. La modernización económica, cuando es exitosa, tiende a 
motivar exigencias de participación política al crear una clase media con propiedades que 
proteger, niveles superiores de educación y mayor preocupación de las personas por su 




     Ahora bien, “la inseguridad ciudadana se puede entender como todos aquellos hechos 
cotidianos que atentan contra la seguridad del ciudadano común. Estos hechos cotidianos 
pueden ser producto tanto de la delincuencia común como de los comportamientos de algunos 
ciudadanos que ponen en riesgo la integridad y la vida de los demás”, a esto se le agrega que, 
 
El temor inducido por la victimización criminal, en sus múltiples manifestaciones, puede tener 
diferentes efectos sobre el tejido social, del cual la cultura ciudadana seria uno de sus 
componentes, ya que ésta involucra aspectos de comunicación entre los ciudadanos, respeto 
por las normas de convivencia cotidiana –en aspectos como el cuidado del medio ambiente, 
del espacio público, de las normas de transito, pago puntual de impuestos, etc.– de respeto a 
las normas legales, y de participación en la administración pública y en los organismos 
ciudadanos que la vigilan. (Consultoría Universidad Nacional de Colombia-Corporación 
Urbanos, 2003, citado por Ruiz, 2007. p. 66). 
 
3.3 Planes de gobierno eficaces, aplicación de las leyes y fuerza pública 
 
     No obstante que, las alcaldías locales han desarrollado planes, estrategias y trabajos para 
mejorar la seguridad ciudadana, estos planes van orientados a aspectos puntuales para 
garantizar la seguridad y convivencia armónica de los habitantes de su localidad, en la 
solución de las necesidades básicas insatisfechas en educación, vivienda, servicios públicos, 
empleo, entretenimiento y recreación, deporte, desarme y salud, entre otros; mediante 
estudios, se ha tenido en cuenta cuales son los aspectos que contribuyen a que se presenten los 
homicidios, cual es la influencia que tiene la presencia de grupos al margen de la ley como 
Farc, Eln, bandas criminales al servicio del narcotráfico, tráfico de drogas ilícitas y pandillas 
juveniles. A pesar de todo, la gestión de los gobiernos municipales con sus políticas y 
programas de gobierno, no han logrado disminuir los niveles de homicidio, posiblemente 
debido a falencias en los mecanismos de difusión de los planes, el grado de aceptación dentro 
de la comunidad y el compromiso de la misma. Es decir, la elaboración de los planes por parte 
de entidades gubernamentales se debe a que la ley lo ordena y en la mayoría de los casos estos 
documentos no pasan de la presentación pública para cumplir el requisito legal, no son 
ejecutados y terminan abandonados en los archivos, sin actualizarlos o ajustarlos a las 
necesidades reales de la comunidad, no se definen unos objetivos claros y no se impulsa su 
15 
 
cumplimiento, por lo tanto se diluyen en el tiempo por la incapacidad de los dirigentes de 
lograr esos objetivos, la falta de compromiso del órgano ejecutivo y la indiferencia del poder 
judicial. 
 
     En efecto, los programas gubernamentales han sido ineficaces, ya que son bloqueados por 
maquinarias políticas y de delincuentes poderosos que impiden su ejecución, que los 
desarraigados de sus parcelas retornen a sus lugares de origen de donde fueron expulsados o 
que los campesinos se hagan a pequeñas parcelas para lograr su sustento, reformas agrarias, 
planes nacionales, leyes de justicia y paz se quedan en simples promesas electorales que a 
futuro son difíciles de cumplir a nivel nacional; de hecho, a nivel municipal se deja a las 
administraciones locales solas, al vaivén de lo que puedan hacer con los escasos recursos que 
se les adjudican, para enfrentar de manera particular e individual las acciones que se presentan 
sin el debido apoyo del Estado. 
 
     Precisamente, así lo explica Francis Fukuyama, citando a James Q. Wilson: 
 
En sus exhaustivos escritos sobre la delincuencia, sostuvo que era una insensatez creer que la 
política social pudiera llegar a las supuestas causas originarias de la delincuencia, como la 
pobreza y el racismo, y que una política de lucha contra el crimen sensata tenía que pasar por 
mitigar los síntomas a corto plazo (Fukuyama, 2007, p. 32). 
 
     Nada puede ser más real, actual y aplicable al contexto nacional como lo cita Fukuyama, 
los planes se elaboran para atender el momento a manera de paliativo sin ir a la raíz de lo que 
origina la enfermedad. 
 
     En lo que a planes se refiere, históricamente se han desarrollado muy pocas iniciativas 
respecto a uno de los principales aspectos que afectan a la población colombiana y es la 
posesión de tierras; solamente en dos oportunidades en el transcurso del siglo XX los 
gobiernos han intentado hacer reformas agrarias; durante los gobiernos de los presidentes: 
Alfonso López Pumarejo, quien con base en la norma constitucional de la función social de la 
propiedad, sanciona la Ley de Tierras de 1936, que incluye normas para la explotación de la 
tierra, los derechos de los arrendatarios y colonos sobre las tierras y las condiciones optimas 
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de los jornaleros; sus avances fueron exiguos, y la violencia rural bipartidista acabo con ellos, 
expulsando hacia las ciudades a miles de campesinos. Y, el de Alberto Lleras Camargo con la 
creación del Incora en 1961, logró con esta institución algunas expropiaciones de fincas 
improductivas y la legalización de algunas invasiones ya bien establecidas; pero tanto ayer 
como hoy, las alianzas de los latifundistas y en algunos casos con organizaciones al margen de 
la ley han dado al traste con los intentos de cualquier reforma agraria, aspectos muy bien 
detallados y analizados en su obra “Crónicas de cuatro décadas de política colombiana” de 
Daniel Pécaut (2006). Estos intentos de dar solución a uno de los principales problemas del 
Estado, se hicieron bajo las leyes de estado de sitio, y coincide con los escritos de Francis 
Fukuyama, cuando se refiere a “los propios e ineficaces dirigentes autoritarios se ven 
obligados a adoptar el lenguaje de la transición democrática para legitimar su poder, aunque 
en realidad este se ampare en el clientelismo, el parentesco, la etnia u otros elementos 
restrictivos (Fukuyama, 2007, p. 138), o en palabras del algún autor o político “es necesario 
que todo cambie, para que todo siga igual”. 
 
     De lo anteriormente dicho, es necesario agregar que “Por ejemplo, una mala gestión fiscal 
(como la de los gobiernos que gastan más de lo que ingresan, o que gastan dinero público con 
fines privados) es la lacra continua de muchos países en vías de desarrollo” (Fukuyama, 2007, 
p. 133), puesto que es evidente además como lo sostiene Fukuyama, de que los recursos 
públicos se utilizan para mantener las redes de clientelismo de los políticos ya que se 
constituyen en la base de su supervivencia, además de la falta de métodos de control eficaces 
hacia estos recursos y la mala implementación de la tecnología en este aspecto, lo que hace 
lamentablemente desastroso para el desarrollo de la sociedad y la imagen del Estado en el 
exterior, no deja de ser mas que la cruda realidad de lo que vive Colombia, como ha sido 
demostrado además por los niveles de desigualdad de ingresos de los colombianos evaluados 
por el índice Gini, próximos a alcanzar el máximo nivel de desigualdad. En el mismo sentido 
lo manifiesta Daniel Samper Pizano en su columna “CAMBALACHE” del diario El Tiempo: 
“El desequilibrio entre pobres y ricos, característico de los últimos años en Colombia, 
produce, pues, un efecto psicosocial nefasto, que aparta más que la propia diferencia de 
ingresos, pues dificulta la movilidad de clase. Llamémoslo Índice de Egoísmo” (Samper, D. 
2010, 29 de agosto. Cambalache. El Tiempo. p. 1-21). Y además concluye que, si el Estado a 
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través de sus gobernantes no hace una repartición más digna y justa del ingreso, se ahondaran 
las desigualdades, atomizando la sociedad y poniendo en riesgo la democracia. 
 
     Por su parte, la administración distrital y como lo manifestara el Secretario de Gobierno 
distrital en entrevista a los medios de comunicación, consultado por el preocupante incremento 
de los homicidios y hurtos en la ciudad, manifiesta que se va a adelantar una campaña para 
concientizar a la gente a “no oponer resistencia, no dar papaya, no se resistan entreguen sus 
cosas”. 
 
     Lo que demuestra la inoperancia, ineficiencia e indiferencia de este cargo y el de la 
administración en general para combatir los delitos de alto impacto que afectan a la 
comunidad en las localidades, dejando a la ciudadanía sola, inerme y expuesta a la acción de 
los delincuentes y asesinos. Así lo manifiesta Fukuyama, al referirse que “En la actualidad 
existe una sustancial literatura empírica que demuestra la importancia de instituciones como 
los derechos de propiedad, unas fuerzas de seguridad eficaces y el Estado de derecho como 
condiciones de un desarrollo exitoso” (Fukuyama, 2007, p. 131), completamente ajeno a la 
realidad que vive el país. 
 
     Por otro lado, el problema se incrementa además por la falta de efectivos de policía, el 
estándar internacional de seguridad indica que por cada 1.000 habitantes deben existir 4 ó 5 
policías en promedio, sin embargo, hoy en Bogotá hay un uniformado por cada 422 
ciudadanos aproximadamente, de un poco mas de 19.000 efectivos actuales, distribuidos en 
ocho direcciones de tipo operativo y seis de apoyo de servicio policial; por lo tanto, para 
alcanzar el nivel internacional serían necesarios 38.000 policías de tipo operativo únicamente, 
para atender a sus más de siete millones de habitantes, según el censo del Departamento 
Nacional de Estadística, desarrollado en 2005. 
 
     Igualmente, la falta de severidad de las leyes, permiten que cuando se captura un 
delincuente, a las pocas horas de haber cometido un hecho punible, es dejado en libertad por 
las autoridades legislativas respaldados por la ley que así lo ordena. Según La ley 1142 del 28 
de junio de 2007 por medio de la cual se reforma parcialmente las leyes 906 de 2004, 599 de 
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2000 y 600 de 2000 y se adoptan medidas para la prevención y represión de la actividad 
delictiva de especial impacto para la convivencia y seguridad ciudadana. El artículo 365 de la 
Ley 599 de 2000 o Código Penal, queda de la siguiente manera: 
 
Artículo 365. Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones. El que sin permiso 
de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, 
suministre, repare o porte armas de fuego de defensa personal y municiones, incurrirá en 
prisión de cuatro (4) a ocho (8) años. 
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta se cometa en las 
siguientes circunstancias: 1. Utilizando medios motorizados. 2. Cuando el arma provenga de 
un delito. 3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las 
autoridades, y 4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la 
identidad o la dificulten. 
 
     De ahí que, como se ha observado en los últimos días y frente a homicidios en donde se 
han capturado a los delincuentes con las armas que produjeron el delito, no pueden ser  
judicializados por que la autoridad que efectuó la detención cometió un error en el 
procedimiento, quedando el delincuente en libertad para seguir delinquiendo. O como 
sucedería en caso contrario de aportar todas las pruebas a través de procedimientos correctos, 
el delincuente se allana a los cargos, por lo cual, en el caso de porte ilegal de armas, la pena se 
reduce a la mitad, o sea, dos años lo que lo hace excarcelable. Esta es otra de las conclusiones 
de la encuesta desarrollada en las seis ciudades más grandes del país (Bogotá, Medellín, Cali, 
Barranquilla, Cartagena y Cúcuta) de la Fundación Seguridad y Democracia para el año 2006, 
 
Causas de la inseguridad: en las 6 ciudades estudiadas, los ciudadanos consideran que las 
principales causas de la inseguridad están en la pobreza (41%) y la falta de programas para 
ocupar el tiempo libre de los jóvenes (25%). En segundo plano consideran también la falta de 
policía y la falta de justicia (Fundación Seguridad y Democracia, 2007, p. 8). 
 
En efecto, en Colombia el porte ilegal de armas está tipificado en el Código Penal como un 
delito “excarcelable”, lo cual hace prácticamente que quede en la impunidad pues el sistema 
judicial colombiano no tiene la capacidad para hacer un seguimiento efectivo e imponer 
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sanciones a los delincuentes que quedan en esa condición (Fundación Seguridad y 
Democracia, 2007, p. 18). 
 
     Actualmente el gobierno nacional, las alcaldías y los órganos legislativos, tiene el propósito 
de apoyar una reforma al Código de Infancia y Adolescencia o Ley 1098 de 8 de noviembre de 
2006, en Suba, de acuerdo a las estadísticas de la Policía se han presentado 158 casos de 
menores aprehendidos por cometer delitos. Respecto a esta ley, cabe resaltar los siguientes 
artículos:  
 
ARTÍCULO 1º. FINALIDAD. Este código tiene por finalidad garantizar a los niños, a las 
niñas y a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la 
familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. Prevalecerá el 
reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, sin discriminación alguna. 
 
ARTÍCULO 7º. PROTECCIÓN INTEGRAL. Se entiende por protección integral de los niños, 
niñas y adolescentes el reconocimiento como sujetos de derechos, la garantía y cumplimiento 
de los mismos, la prevención de su amenaza o vulneración y la seguridad de su 
restablecimiento inmediato en desarrollo del principio del interés superior. 
 
La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, programas y acciones 
que se ejecuten en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal con las 
correspondiente asignación de recursos financieros, físicos y humanos. 
 
     Esto se queda en meras intenciones, no hay el compromiso político y jurídico para que esto 
se traduzca en realidad. Vasta ver como en las calles se encuentran niños de todas las edades 
en las peores condiciones humanas, constituidos en objetivos de violencia intrafamiliar, 
abusos sexuales y usados también por bandas de delincuentes en actos criminales. Entonces 
donde queda la responsabilidad del Estado, si en esta misma ley se ordena: 
 
Art. 41º. OBLIGACIONES DEL ESTADO. El Estado en el contexto institucional en el 
desarrollo integral de los niños, las niñas y los adolescentes. En cumplimiento de sus 




Numeral 17: Garantizar las condiciones para que los niños, las niñas desde su nacimiento, 
tengan acceso a una educación idónea y de calidad. Bien sea en instituciones educativas 
cercanas a su vivienda, o mediante la utilización de tecnologías que garanticen dicho acceso, 
tanto en los entornos rurales como urbanos. 
 
     Así mismo, en el Libro II, Titulo I, Capítulo I: Principios rectores y definiciones del 
proceso. Brinda la oportunidad para que los adolescentes incurran en actos delictivos o sean 
usados por otros delincuentes para llevar a cabo sus acciones,  
 
Art. 142º. EXCLUSIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES. 
Sin perjuicio de la responsabilidad civil de los padres o representantes legales, así como la 
responsabilidad penal consagrada en el numeral 2º del articulo 25 del Código Penal, las 
personas menores de catorce (14) años, no serán juzgadas ni declaradas responsables 
penalmente, privadas de la libertad, bajo denuncia o sindicación de haber cometido una 
conducta punible. La persona menor de catorce (14) años deberá ser entregada 
inmediatamente por la policía de infancia y adolescencia ante la autoridad competente para la 
verificación de la garantía de sus derechos de acuerdo con lo establecido en esta ley. La 
policía procederá a su identificación y a la recolección de los datos de la conducta punible. 
 
Tampoco serán juzgadas, declaradas penalmente responsables ni sometidas a sanciones 
penales las personas mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años con 
discapacidad psíquico o mental, pero se les aplicara la respectiva medida de seguridad. Estas 
situaciones deben probarse debidamente en el proceso, siempre y cuando la conducta punible 
guarde relación con la discapacidad.  
 
     Si por el contrario la gravedad del delito amerita o exige su reclusión, la ley dice: 
 
Art. 187º. LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD. La privación de la libertad en centro de 
atención especializada se aplicara en los adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de 
dieciocho (18) años que sean hallados responsables de la comisión de delitos cuya pena 
mínima establecida en el código penal sea o exceda de seis (6) años de prisión. En estos casos, 
la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración de un (1) año 




En casos en que los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años 
sean hallados responsables de homicidio doloso, secuestro o extorsión, en todas sus 
modalidades, la privación de la libertad en centro de atención especializada tendrá una 
duración de dos (2) hasta ocho (8) años. 
 
Parte de la sanción impuesta podrá ser sustituida por el establecimiento de presentaciones 
periódicas, servicios a la comunidad, el compromiso de no volver a delinquir y guardar buen 
comportamiento, por el tiempo que fije el juez. El incumplimiento de estos compromisos 
acarreara la perdida de estos beneficios y el cumplimiento del resto de la sanción inicialmente 
impuesta bajo privación de la libertad. 
 
     No seria lógico entonces que se incrementen las penas para los menores o para quien 
cometa un delito, esto seria que el Estado se libre de su responsabilidad por la deficiente 
aplicación y cumplimiento de las normas especialmente contemplado en la Constitución 
Política y más aun en los artículos 1 y 7 de la ley de infancia y adolescencia, mas bien es hacer 
que la ley se cumpla y no dar oportunidades al delincuente para que encuentre espacios y 
violarla a su antojo, por que ésta perdió su capacidad disuasiva. 
 
     Ahora bien, si las leyes existen pero no se aplican, que se puede esperar de los esfuerzos 
que desarrolla la fuerza publica para poner a buen recaudo a los delincuentes. Entre los planes 
propuestos por la policía y la Secretaria de Gobierno Distrital para contrarrestar los índices de 
homicidios y de violencia en las localidades esta el de “Policía por cuadrantes” con lo que han 
denominado “Zonas de Atención Integral para la Seguridad y la Convivencia Ciudadana 
(Zaizc)” a desarrollarse en las áreas donde hay mas casos de delincuencia y homicidios, con 
revisiones periódicas cada seis meses se pretende evaluar el grado de operatividad de la policía 
y su eficiencia para la protección de ciudadanos en respuesta a contrarrestar los actos 
delictivos en su área. Algunos de los objetivos son: la judicialización y captura de los 
homicidas, combatir el microtrafico, el fleteo, evitar la incursión de los menores de edad en 
actividades delictivas o adelantar su resocialización, promover los frentes de seguridad y 




     Uno de estos cuadrantes esta en la localidad de Suba, entre las carreras 118 y 150 y entre 
las calles 128 a la 139. Su éxito depende de la confianza que se genere en la gente, la 
presencia permanente de las unidades de policía y la estabilidad del programa, de tal manera 
que garantice identificar a los delincuentes y capturarlos. Desafortunadamente y como ya se 
trato, no hay suficientes efectivos para lograr que el plan sea funcional, continúan los sectores 
de mas alto riesgo sin la protección o seguridad de la policía. Lo que promovería de alguna 
manera la proliferación de grupos al margen de la ley o de justicia privada, como lo manifiesta 
José Ignacio Ruiz Pérez en su investigación, 
 
Estas formas de justicia privada tiende a aparecer en condiciones de alto miedo al crimen y, al 
mismo tiempo, de baja eficacia percibida en el sistema judicial, ya que se ha encontrado que 
un mayor miedo al delito, una alta insatisfacción con la policía y unas actitudes más punitivas 
hacia la delincuencia se relacionan entre sí (Bernard, 1991; Cumberland y Zamble, 1992; Ito, 
1993; citados por Ruiz, 2007, p. 66) 
 
     Panorama muy complejo del ambiente de seguridad en la localidad por la falta de atención 
de los gobiernos, las leyes y la fuerza publica, que puede influir de manera negativa en la 
percepción de seguridad de la ciudadanía, ahondando mas las diferencias y desembocando en 
algo aun peor según concepto de Daniel Pécaut cuando se refiere a que “Los “sicarios” son el 
símbolo de esta esfera de indiferencia entre lo político y lo no político. Son asalariados que 
trabajan para sus empleadores, pero que pueden también convertirse en instrumentos de una 
acción política” (Pécaut, 2006, p. 34), a raíz de la incapacidad del Estado de garantizar y 
asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el 
conocimiento, la libertad y la paz, como reza en la Constitución Política de Colombia. El 
esfuerzo del gobierno mediante su política de seguridad democrática se orientó únicamente a 
preservar y asegurar los intereses y emporios económicos de algunos particulares en el área 
rural, dejando a un lado las ciudades sin la fuerza necesaria para mantener el orden y la 









     El problema de la inseguridad no es fácil de resolver mas aun cuando falta voluntad política 
de quienes ejercen el poder en cualquiera de sus ramas, para empezar es necesario reducir 
ostensiblemente el abismo de las diferencias en la repartición de la riqueza y no relacionar a la 
clase pobre con la delincuencia, mas bien son la falta de oportunidades y la injusticia en que 
vive casi el 70% del pueblo colombiano; los grupos al margen de la ley seguirán encontrando 
la “justificación” para sus actos de barbarie, postergando la paz que ansía el pueblo 
colombiano y un rezago en el progreso. 
 
     No es necesario un gran número de efectivos de la policía, o del ejército en su defecto, para 
prevenir y evitar estos delitos de alto impacto –a pesar de que faltan efectivos policiales de 
acuerdo a lo que recomienda en estándar internacional– cuando no se tiene un sistema judicial 
lo suficientemente activo, operante y comprometido para judicializar a los delincuentes con el 
apoyo decidido de la población. Se requiere una transformación de fondo, no solamente con 
incrementar la asignación de recursos humanos y económicos, sino con la puesta en marcha de 
planes y de programas efectivos, bajo la tutela de directores o administradores responsables a 
quien se les pueda exigir resultados, con la participación permanente de los ciudadanos 
quienes con veedurías exigirán las sanciones ejemplares para quien incumpla con sus 
funciones. 
 
     Según estudios realizados por comisiones de gobierno y académicos de prestigio del país 
respecto a los altos índices de violencia y particularmente de los homicidios, sugieren que uno 
de los principales problemas del sistema judicial en Colombia son el alto grado de congestión, 
la lentitud y la impunidad, y este ultimo principalmente es tan grave pues indica que el delito 
es un negocio altamente rentable para los criminales, pues el numero de condenados por 
homicidios es muy bajo como lo demuestran las ultimas estadísticas respecto a este delito. 
Entonces es necesario promover un desarrollo legislativo acorde con la realidad social, 




     El día 18 de septiembre es publicado en el diario El Tiempo (sección Bogotá, pagina 2-8) el 
balance de los homicidios de los primeros ocho meses del año, 1102 personas han sido 
asesinadas (94 mujeres y 1008 hombres), lo que quiere decir que hay una diferencia con 
respecto a las estadísticas base de este trabajo de 164 victimas en menos de un mes. Las 
localidades con mayores índices de homicidios tuvieron un incremento en el mes, así: Ciudad 
Bolívar, 30 homicidios para un total de 187; Kennedy, 27, para un total de 138; Bosa, 18, total 
94 y Suba, 14, para un total de 93 homicidios 
 
     En el mismo sentido la Secretaria de Gobierno manifiesta que la tasa de homicidios (por 
cada 100.000 habitantes) bajó de 22,7 a 22,5; las comunidades afectadas por este delito 
sentirán un alivio de al ver reducido la tasa de homicidios en 0,2 por ciento?. Y como lo 
manifiesta Rubén Darío Ramírez, director del Centro de Estudios y Análisis en Convivencia y 
Seguridad Ciudadana (Ceacsc), en una de las tradicionales salidas de político, cuando no se 
tienen los argumentos y se quiere evitar la responsabilidad de su ineficiencia al pedir que 
“Queremos invitar a la ciudadanía y a las autoridades a enfatizar en las campañas de desarme 
en los sectores críticos para reducir sustancialmente los índices de homicidio”, un paño de 
agua tibia mas, las estadísticas no mienten, un ejemplo perfectamente claro de la falta de 
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